
A nte la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2 3  

diputados de la Asamblea Leaislativa del Distrito Federal 

promovieron, el 2 6  de enero de 2004, una acción de inconsti- 

tucioiialidad en la que solicitaron la invalidez del decreto 

por el que se reforman, adiconan y derogan diversas disposi- 

ciones del Código Financiero del Distrito Federol y del decreto 

de presupuesto de egresos del Distrito Federal, para el ejer- 

cicio del año 2004,'" por considerar que ambos violaban los 

artículos 1 13, párrafo seguiido, y el 133  de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. Senalaron como 

autoridades involucradas a la I I I  Legislatura de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, en cuanto hace a la discusión 

y aprobación de las normas citadas, y al jefe de Gobierno 

del Distrito Federal por haberlas promulgado. 
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E l  mismo dío, el Presidente de lo Supremo Corte de Justicia 

de la Nación ordenó formar y registrar el expediente, bolo el 

número 4/2004, y correspondió al señor Ministro Sergio Sal- 

vador Aguirre Anguiano, instruir el procedimiento y formular 

el proyecto de resolución respectivo. 

El 4 de febrero de 2004, el Ministro instructor admitió lo 

acción de inconstitucionalidod, únicamente por l o  que hacía 

o la impugnación de diversos preceptos del Código Financiero 

del Distrito Federal, no así en lo relativo al decreto de presu- 

puesto de egresos del Distrito Federal paro el ejercicio fiscal 

de 2004. Asimismo, ordenó dar vista a las autoridades que 

respectivamente emitieron y promulgaron la norma impug- 

noda, poro que rindieran su informe, y al procurador general 

de lo República, paro que formulara su pedimento. 

1. CONCEPTOS DE INVALIDEZ ARGUMENTADOS 
POR LOS PROMOVENTES 

Los diputados occionontes demandaron específicomente la 

invalidez de los artículos 389, 390, 391 y 392 del Código 

Financiero del Distrito Federal, aprobados por lo Asambleo 

Legislativa local, en sesión plenaria de 22 de diciembre de 

2003, por considerar que su contenido es contrario o lo dis- 

puesto en el párrafo segundo del artículo 1 1  3 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos  mexicano^;^' dicho artículo 

textualmente establece: 

Los leyes sobre responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos, determinarón sus obligaciones a fin 

- 
El cual fue ~ b i ~ t ~  de adición mediante decreto p u b c a d o  en el  DOF el 14  de junio de 

2002 
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de salvaguardar lo legalidad, honradez, lealtad, imporciali- 

dad, y eficiencia en el desempeiio de sus funciones, em- 

pleos, cargos y comisiones; las sanciones opiicabies por 

los actos u omisiones en que incurran, osí como o s  proce- 

dimientos y las autoridodes para aplicarlas. Dichas soncio- 

nes, además de las que señalen a s  leyes, consistirán en 

suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sancio- 

nes económicos, y deberan establecerse de acuerdo con 

los beneficios económicos obtenidos por el responsable y 

con los daños y perjiiicios potrinioniales causados por sus 

actos u omisiones a que se refiere la fracción lll del artículo 

109, pero que no podrán exceder de tres tantos de los bene- 

ficios obtenidos o de los danos y perjuicios causados. 

La responsabilidad del Estado por los danos que, con mo- 

tivo de su actividad administrativa irregular, cause en los 

bienes o derechos de los particulares, será objetivo y 
directa. Los particulares tendrán derecho o uno indemni- 

ración conforme o las bases, límites y procedimientos que 

establezcan las leyes. 

A juicio d e  los promoventes, este art ículo establece e n  

esencia una nueva garantía individual a l  introducir  en nuestro 

sistema jurídico un régimen de  responsabilidad objetiva y directa 

que  ob l iga  a l  Estado a indemnizar a los  particulares cuando, 

c o n  mot ivo d e  su act iv idad administrativa, les couse un  d a ñ o  

sin que  estos úl t imos tengan el deber iurídico de  sopor tar lo .  

Explicaron que  el procedimiento previsto e n  lo  no rma  

const i tucional tronscrita es objet ivo porque  para  generar  lo 

responsabi l idad de l  Estado n o  se requiere acredi tar  p re -  

v iamente que  el au to r  de l  d a ñ o  incurra e n  culpa, ilicitud, 

fal ta d e  cu idado  o impericia, pues basta la existencia d e  un  

d a ñ o  sin causa d e  iust i f icación para  que  ésta se produzca.  
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E l  sistema instaurado es directo porque tampoco es necesario 

aduar  previamente contra el servidor público autor del datio, 

sino que como primera vía se demanda al  Estado, el cual 

debe responder directamente, y no subsidiarioniente, de los 

datios cometidos por sus agentes, a diferencia de la responsa- 

bil idad subietiva propia del derecho civil. 

En concreto, los legisladores accionantes demandaron 

la invalidez del artículo 389 del Código Financiero del Distrito 

Federal por incorporar un régimen subjetivo e indirecto, en 

contradicción con el artículo 1 13 constitucional, que instituye 

un sistema de responsabilidad obietiva y directa. 

E l  artículo 38932 del Código Financiero del Distrito Fede- 

ral, vigente en 2004, textualmente señala: 

De conformidad con la legisloción oplicoble y lo estable- 

cido en la Constitución y estatuto, el Distrito Federal tiene 

la obligación de pagar los daños que se causen en los bienes 

o derechos de los particulares, con motivo de su actividad 

administrativa que no cumpla con las disposiciones legales 

y administrativas que se deben observar. Los pagos de 

indemnización se efecfuaran una vez que se haya compro- 

bado que efectivamente le corresponde al particular la 

indemnización. Dichos pagos atenderán a los disposicio- 

nes de este código y estarán o cargo del presupuesto de la 
dependencia, entidad u órgano desconcentrado a los que 

se hayan encontrado adscritos los servidores públicos 

que los causen. 

-- 
S? Derosoda por e ort icua sexto troniitorio de lo Ley de Rerponrabildad Potrmonio del 

Distrito Fedeml, publicada en la Gocera Ohiial el 21 de octubre de 2008. 



E i i  tratandose de servidores públicos de los órganos o que 

se refiere el ortículo 449 de este código, os pagos estarán 

o corgo del presupuesto de los órganos en que se encuentre 

adscrito el servidor público que hoya causado el daño. Los 

pagos a que se refiere este precepto, estarán sujetos en 

todo momento a la disponibilidad presupuestaria del elerci~ 

c o  fscol de que se trate. 

Los accionantes expresaron que la norma transcrita obliga 

o hacer un iuicio valorotivo, al incluir la frase: "con motivo 

de su actividad administrativa que no cumpla con las disposi- 

ciones legales y administrativas que se deben observar. De tal 

manero que s i  alguien sufre uno afectación o un daño en cual- 

quiera de sus bienes o derechos con motivo de la actividad 

odininistrotiva del Gobierno Local, primet-o deberá iniciar un 

procedimiento para determinar si el acto o hecho imputado 

o1 gobierno de la ciudad, se apegó o no a las disposiciones 

legales y administrativas que se deben observar, restándole 

con ello todo el carácter obet ivo y directo que caracteriza a 

la iiistitución de la responsabilidad patrimonial del Estado pre- 

visto constitucionalmente. 

Los legisladores también demandoron la invalidez del 

ortículo 3903.' del Código Financiero del Distrito Federal, por 

condicionar la obligación del Estado de iiidemnizar al particu- 

lar al reconocimiento por porte de la autoridad de su respon- 

sabilidod. E l  texto del artículo era el siguiente: 

Para efectuar los pagos o que se refiere el artículo anterior 

el documento iustiiicanie del gasto, según el caso, será: 
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l. La resolución firme en que la contraloría reconozca la 

responsabilidad de indemnizar la reparación del daño en 

cantidad líquida, y en consecuencia ordene el pago corres- 

pondiente, siempre y cuando ésta no sea impugnada, por 

la autoridad competente; 

II. La recomendación de la comisión que haya sido acep- 

tada por alguna dependencia o entidad en la que se pro- 

ponga la reparación de daños y perjuicios; 

III. La resolución firme del Tribunal de lo Contencioso que 

declare la responsabilidad de indemnizar la reparación del 

daño y por tanto condene a su pago; 

IV. La resolución que haya quedado firme, dictada porcual- 

quier órgano judicial competente, declarando la responsa- 

bilidad de indemnizar y por lo tanto ordene su pago; y, 

V. La recomendación de la Procuraduría Social del Distrito 

Federal, que haya sido aceptada por alguna área, unidad, 

órgano desconcentrado o entidad, en la que se proponga 

la reparación de daños y perjuicios. 

A iuicio de los demandantes, esta disposición niega efecti- 

vidad o la garantía de integridad patrimonial consagrada 

en el artículo 1 13 constitucional a favor de los ciudadanos, 

al dejar a causas externas el debido pago indemnizatorio 

a los particulares, como si fuera una concesión unilateral 

del Estado. 

Por otra patte, también objetaron el texto del artículo 39134 
del código mencionado, que en 2004 era el siguiente: 



En los casos señalados en el articulo anterior cuondo no se 

hubiese determinado en cantidad líquida el monto de lo 

indemnización, la Procuraduría Fiscal, con base en la infor- 

mación proporcionada por as dependencias y entidades, 

determinará en cantidad liquida dicho reporación y lo hará 

saber a a secretaría paro que ésta ordene su pago. 

Los accionantes afirmaron que el texto anterior sólo cons- 

triñe o la autoridad a remitir la información a la Procuraduría 

Fiscal en los casos en que el monto de lo indemnización no 

esté determinado en cantidad líquido, pero no establece un pro- 

cedimiento claro para logror el pago de la misma, cori lo que 

genero inseguridad iurídico a los gobernados. 

Los demandontes agregaron que el texto del articulo 3923' 
del Código Financiero del Distrito Federal también contraviene 

el espíritu de la Norma Fundamental al dotar al Gobierno del 

Distrito Federal de la facultad indiscriminada de emprender 

u n  procedimiento administrativo de eiecución, contra el servi- 

dor público causante del hecho o acto dafioso, en todos los 

casos en que el Estado pagara una indemnización a un par- 

ticular, a través del eiercicio de la vía de regreso, al señalar 

textualmente: 

E l  Distrito Federal exigirá de los servidores públicos el 

pago de lo indemnización hecha a los particulares, a que 

se refiere el artículo 389, mediante el procedimiento admi- 

nistrativo de eiecución. 

Los legisladores actuontes expresaron que el artículo 

transcrito, no regula adecuadamente los casos en los que el 



42 LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL OBJETIVA Y DIRECTA DEL ESTADO 

Estado puede eiercer la vía de regreso en contra del servidor 

público, ya que no toma en cuenta lo posible concurrencia 

de múltiples factores, ni el grado de participación mayor o 

menor del agente o el concurso de concausas que pudieron 

haber influido en lo producción final del daño. 

Como otro concepto de invalidez, los diputados denun- 

ciantes señalaron que el contenido de los referidos artículos 

389, 390, 391 y 392, a l  regular la responsabilidad patrimo- 

nial del Gobierno del Distrito Federal en forma diversa a como 

lo ordena la Constitución Federal en el artículo 113 y en el 

transitorio único del decreto por el cual se reformó el precitado 

artículo, vulnera a su vez el principio de supremacía consti- 

tucional consagrado en el artículo 133 constitucional. 

Lo anterior porque de uno interpretación integral y teleoló- 

gico de lo establecido en esta materia a partir de la reforma 

constitucional de 2002, se infiere que uno de sus efectos fue 

dar a l  régimen de responsabilidad patrimonial el carácter de 

norma superior, de tal manera que obligara y limitara a todos 

las Legislaturas de los Estados, incluida la Asamblea Legisla- 

tiva del Distrito Federal, a regular dicho instituto [urídico en 

los mismos términos, para evitar la existencia de sistemas de 

responsabilidad distintos en cado entidad federativo, con la 

consiguiente inequidad e inseguridad [urídica, por lo que afir- 

maron, el Código Financiero local, a l  regular un sistema de 

responsabilidad patrimonial de tipo subjetivo, subsidiario e 

indirecto, se había apartado del sistema adoptado a nivel 

constitucional. 

Los demandantes agregaron que la Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal, al aprobar el decreto de presupuesto de 



egresos para e ejercicio fiscal de 2004," rio destinaron una 

partida presupuestol para el cumplimiento de la responsa- 

bil idad patrimonial, lo cual claramente contraveiiia el artículo 

único transitorio del decreto por el que se adiciona e segundo 

párrafo del artículo 1 13 constitucional, que de manera expresa 

dispone que los Estados y Muiiicipios deberán n c u i r  en sus 

respectivos presupuestos, uno partido para hacer frente a 

su responsabilidad patrimoniol. 

2. INFORME DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
DEL DISTRITO FEDERAL 

La Asamblea Legislativa local, al rendir su informe, señaló 

que e texto de o s  artículos 389 a 3 9 2  del referido Código 

Financiero es acorde al del segundo párrafo del articulo 1 1  3 

de la Constitución Federal y, por tanto, a l  principio de supre- 

macía constitucional, así como a la nueva gorantia de inte- 

gridad patrimonial, Para comprobar lo anterior expresó los 

arguinetitos siguientes: 

E l  artículo 389 no establece un sistema de responso- 

bil idad subjetiva e indirecta porque en ningún mo-  

inento menciona al autor material del datio reclamado 

y al incluir a frase: . . .  con motivo de la actividad 

administrativa que rio cumplo con las disposiciones 

legales y administrativos que se deben observar', úni- 

camente sustituyó el término i r regu la r  utilizado eii 

a Carta Magna que significa fuera de regla, fuera 

de las normas o de las disposiciones legales y adminis- 

trativas que rigen la actividad del Estado. 
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E l  contenido del ortículo 390  hace referencia o los 

procedimientos administrativos y jurisdiccionales, en 

los cuales se hubiesen iustificodo los presupuestos 

legales que hacen procedente el pogo de lo indemni- 

zoción correspondiente, el cuol no constituye un acto 

al que el Estado estuviera obligado en formo automático. 

El  ortículo 391, al establecer uno de los procedimien- 

tos poro determinar el monto liquido o cubrir ol por- 

ticular, sólo atiende o lo libertad de los entidades 

federotivos de precisar los bases, límites y procedimien- 

tos poro el pogo de los indemnizociones previsto en el 

ortículo 1 13 constitucional. 

En el subsecuente artículo 392, el legislador local pre- 

cisó claramente lo diferencia entre la responsobilidod 

directo del Estodo, que se obligo o pogorol particular 

lo indemnización que legalmente le corresponde, y el 

derecho de aquél de repetir en contra del servidor 

público que hubiere sido personolmente responsoble 

del daño. 

Que la demando era improcedente puesto que el 

escrito inicial no hobío sido suscrito por el 33% de los 

diputados integrantes de lo Asamblea Legislativo del 

Distrito Federol, sino únicamente por 16 de ellos, yo 

que los foios que contenían los firmas restantes no con- 

taban con lo leyenda de pertenecer a lo acción de 

inconstitucionalidod, como sí lo advertían los primeras 

hojas, lo cuol hocío suponer que no formaban porte 

integrante de lo demando. 



3. I N F O R M E  DEL JEFE DE G O B I E R N O  
DEL DISTRITO FEDERAL 

En su respuesta, el jefe de Gobierno del Distrito Federal afirmó 

que los artículos 389, 390, 391 y 392 del multicitado Código 

no contravienen el artículo 1 1  3 de la Norma Suprema ni el 

principio de supremacía constitucional, toda vez que prevén 

la responsabilidad obietiva y directa, a l  establecer la obl iga- 

ción del Estado de pagar los dotios causados en los bienes o 

derechos de los particulares, con motivo de su actividad admi- 

nistrativa que no cumpliera con las disposiciones legales y 

administrativas observables y que, a su vez, el Distrito Federal 

podría exigir a los servidores públicos el pago de la indem- 

nización hecha a los particulares. Para sostener lo anterior 

expuso los argumentos siguientes: 

Que  los promoventes de la acción de inconstitucio- 

nulidad carecían de legitimación procesal para ini- 

ciarla, ya que durante el procedimiento legislativo no 

hobían manifestado su desacuerdo en contra del texto 

de las normas que impugnaron, al votar en favor de 

ellas en forma unánime, con lo cual habían consentido 

o su expedición. 

Que  esta acción era improcedente porque no había 

sido suscrita por el 33% de los legisladores integrantes 

de la citada asamblea, ya que dicho porcentaje lo 

constituían 22 diputados, y el escrito inicial de la de- 

manda había sido fii-mado solamente por 16 de ellos, 

ya que oun cuando existieran dos fojas agregadas 

con más firmas, éstos se encontraban sin numerar y 

sin la leyenda: esta hoja de firmas pertenece o lo 
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acción de inconstitucional (sic)", tal como lo señalaban 

todos las hoias del escrito inicial de demanda. 

Q u e  debía decretarse el sobreseimiento de lo occión 

de inconstitucionalidad, ya que los promoventes, a l  

impugnar los articulas 391 y 3 9 2  del Código Finan- 

ciero del Distrito Federal, sólo controvirtieron cuestio- 

nes de legalidad, sin haber formulado verdaderos 

conceptos de invalidez que acreditaran la inconstitu- 

cionalidad de las normas reclamadas; asimismo, no 

expresaron la causa de pedir, no señalaron lesión o 

agravio que causara la ley controverfida ni los motivos 

que la originaron. 

Q u e  el artículo 1 1  3 de la Constitución Federal no  

contiene una nueva garantía individuo1 de los gober- 

nados, la de integridad patrimonial, ya que ésta no 

constituye un derecho subjetivo inherente a la persona 

que el Estado debe respetar, ni se trata de un dere- 

cho que las personas adquirieran por razón de su 

propia existencia, sino que para que nazca el derecho 

consagrado en ese precepto a favor de los particu- 

lares, se requiere la actualización de los supuestos 

previstos en la norma, a saber, la existencia de una 

actividad irregular del Estado y el daño sufrido por el 

particular. 

Q u e  los legisladores promoventes confundieron los 

conceptos de responsabilidad absoluta con responsa- 

bil idad obietiva y, por ello, concluyeran que esta últi- 

ma se conforma a partir de una acción que por s i  

sola causase un daño, cuando el carácter obietivo 



otorgado a la responsabilidad administrativa del 

Estado proviene de una disposición de la ley, cuando 

ésta prevé el pago de la indemnización sin tornar en 

cuenta la intencionolidod del suieto causonte del daiio. 

Q u e  la responsab~lidad patrimonial del Estado es 

directa, cuando éste responde de su actividad admi- 

nistrativa irregular que hubiere causado un dano a 

un particular, pagando la indemnización correspon- 

diente, y no en forrna subsidiaria a l  servidor público 

causonte del daño. 

Q u e  los artículos 390 y 39 1 del Código Financiero 

del Distrito Federal, a l  establecer un procedimiento 

para determinar el rnonto de a indemnizoción, salva- 

guardan la garantía de seguridad iuridica de los 

gobernados al evitar deiar a los afectados en un 

estado de indefensión. 

Que los artículos 389 al 392 del referido código esto- 

blecen un procedimiento para hacer efectivo el derecho 

de los particulares u recibir la indemnizoción, sin que 

para ello sea obstáculo que este ordenamiento esto- 

blezca que el pago se haga c o r  cargo o la depen- 

dencia, entidad u órgano desconcentrado en e cual 

se hubiese suscitado la actividad odministrativa irregu- 

lar que causó dono al  particular. 

Que  acerca del señalado articulo 392, el cual otorga 

al  Estado a facultad de emprender, en cualquier 

coso, el procedimiento administrativo de eiecución 

en contra del servidor público que causó el dono, los 
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promoventes no expresaron razonamiento alguno por 

el que dicho proceder contraviene la Constitución Polí- 

tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

4. RESPUESTA DEL PROCURADOR 
GENERAL DE LA REP~BLICA 

E l  procurador general de la República, en su pedimento, reco- 

noció la competencia de lo Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para conocer y resolver de la acción de inconstitu- 

cionalidad; también expresó que esta última había sido presen- 

tada oportunamente y que las personas que lo promovieron 

estaban legitimadas para ello. 

En sus argumentos, señaló que: los accionantes 

esgrimieron violaciones directas a los orticulos 1 13 y 

133 de la Ley Fundamental por lo que, contrariamente 

a lo señalado por el iefe de gobierno del Distrito Fede- 

ral, sí se trata de una cuestión de constitucionalidod. 

Lo responsabilidad patrimonial prevista en la parte 

final del artículo 389 del Código Financiero del Dis- 

trito Federal es obietivo y directo, pues para fincarla 

no es necesario precisar aspectos tales como quién 

generó el dano, o si su actuación fue doloso o cul- 

poso, sino que únicamente debe comprobarse que 

la conducta del servidor público fue irregular, es decir, 

contraria o los disposiciones legales respecto de las 

cuales se debe eiercer dicha actividad. 

E l  articulo 390 de ese ordenamiento sólo hace refe- 

rencia a las diferentes instancias legales a las que los 

particulares tienen acceso para reclamar el pago de 



o indemnización y en ninguna de ellas supedito lu 

obligocion de indeinriizor a los po+iculores 0 1  recorio- 

ciinieiifo por porte de lo autoridad de su responsabii- 
dad. Si bien esta noririo no prevé que lo indemnización 

se otorgue deforma outornótico, tornpoco los medios 

ahí descritos pueden defiriirse como concesiones 

unilaterales de la autoridad. 

Respecto del artículo 391 del código combatido, cum- 

ple con lo setialado en el segundo párrafo del articulo 

1 13 constitucional, el cual setiola que as  entidades fede- 

r a t i v o ~  tienen la libertad de fiiar las bases, límites y 

procediniientos para el pago de las indemnizaciones. 

E l  texto constitucional no prohíbe la inclusión en las 

leyes locales de las vías jurídicas a través de las cuales 

el gobierno puede llegar a fincar responsabilidades a 

los servidores públicos que ocasionen la materializa- 

ción de los actos u omisiones que den lugar al pago 

de la indemnización a los particulares. 

En los artículos impugnados, no se actuo!iza violación 

alguna al principio de supremacía constituiiorial, conso- 

grado en el artículo 133  de lo Norma Fundomental y 

que, por tonto, procede que el Alto Tribunal reconozca 

la validez de los artículos 389,  390, 391 y 3 9 2  del 

Código Financiero del Distrito Federal. 

5. COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN Y PROCEDENCIA DE LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

El  Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de conformidad con la normativa aplicable, se reco- 
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noció competente para resolver la acción de inconstitu- 

cionalidad, toda vez que ésta planteó la posible contradicción 

entre diversos artículos del Código Financiero del Distrito 
Federal y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 

canos. Asimismo, declaró que lo acción había sido presentada 

oportunamente por quienes estaban legitimados paro ello, 

ya que los promoventes eran integrantes de la Asamblea Legis- 

lativa del Distrito Federal, órgano que expidió la norma 

impugnado, y en número representaban más del 33% de ellos. 

Respecto a lo expresado por el iefe de Gobierno del Dis- 

trito Federal, el Alto Tribunal declaró infundado el argumento 

consistente en que los promoventes, al no haber manifestado 

su desacuerdo, durante el proceso legislativo, del texto norma- 

tivo que impugnan y al haber votado a favor del mismo de 

forma unánime, habían consentido expresamente su expe- 

dición; la anterior, ya que el artículo 105, fracción II, de la 

Constitución Federal no exige como requisito de procedencia 

de la acción de inconstitucionalidad que los legisladores auto- 

rizados para ejercerla sean necesariamente quienes voten en 

contra o disientan de la opinión de la mayoría del órgano 

legislativo emisor de la norma.37 

Por otra parte, se advirtió que del análisis integral de las 

45 fojas que conformaron el escrito inicial de la acción de 

inconstitucionalidad, que éste había sido signado por 25 inte- 

grantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, sin 

-. 
3' El criiero onterior está contenida en la terir de u r i r p ruden ia  número P I J  2012001, 

conrultable en e Semanario , Tomo XII, murzo de 2001, p. 448, de rubro: A C C I O N  DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. LOS DIPUTADOS QUE CONFORMEN EL TREINTA Y TRES POR 
CIENTO DE LA NTEGRACION DE UNA LEGISLATURA ESTATALTIENEN LEGTlMAClON PARA 
PROMOVERLA,AUN CUANDO N O  HUBIERAN VOTADO EN CONTRA DE LA NORMAGENE- 
RAL IMPUGNADA."; US:  190235. 



irnportor que las hojas que contenían esas firmas no inclu- 

yeran la expresión textual de que perieneciari o la occión de 

inconstitucionolidod, pues esto no constituye un requisito o 

formalidad exigido por la ley reglamentario de lo materia; por 

taiito, rechozó por irrelevantes los argumentos expuestos tonto 

por el propio jefe de Gobierno como por lo Asamblea Legis- 

lotiva del Distrito Federal respecto de que la demanda hobio 

sido firmada únicamente poi- 16 legisladores con los cuales no 

se reunía el porcentaje requerido para que o acción prosperara. 

E l  Tribunal eri Pleno, procedió a analizar las otras causas 

de improcedencia que hicieron voler las partes o que de oficio 

él mismo odvirtió. 

Asi, declaró infundado lo expuesto por el jefe de Gobierno 

del Distrito Federol en el sentido que los promoventes habion 

formulado cuestiones de legalidad y no verdaderos concep- 

tos de involidez que acreditaron lo inconstitucionolidod de las 

normas reclamadas, ya que en el escrito de demanda los legis- 

ladores occionantes s i  habían hecho valer la violación a 

los artículos 1 13 y 133 de la Coristitución Federal y, con ello, 

se sotisfacío el requisito poro el estudio de los conceptos de 

involidez, sin perjuicio de que o1 realizar el análisis de dichos 

planteamientos, éstos pudieran considerorse  infundado^.^^ 

Por otra porte, se odvirtió de oficio que el contenido de 

los párrafos segundo y tercero del artículo 389,  así como el 

artículo 391, ambos del Código Finonciero del Distrito Federal 
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vigente en 2004, habían sido modificados, por lo que decretó 

el sobreseimiento de la acción de inconstitucionalidod res- 

pecto a los porciones normativos afectadas. 39 

En este coso, las porciones normotivas modificadas fue- 

ron el párrafo segundo del ortículo 389 del Código Finon- 

ciero del Distrito Federal, reformodo conforme a lo Gaceta 

Oficial de 24 de diciembre de 2004, con el objeto de incluir 

a las delegaciones del Distrito Federal entre las dependen- 

cias de gobierno obligados al pago de lo indemnización o 

que ese mismo orticulo se refiere, y su tercer párrafo en el que 

se sustituyó el gerundio tratándose" por la expresión verbal 

"en tratándose". 

También, el artículo 391 del mismo código, fue reformodo 

el 30  de diciembre de 2005 con la finalidad de incluir a las 

delegaciones del Distrito Federal entre las dependencias de 

gobierno constreñidas a brindar información para determinar 

la cantidad líquida de la indemnización. 

Ahora bien, para que el Alto Tribunal se pronuncie en las 

acciones de inconstitucionalidad se requiere que la trasgresión 

a la Constitución Federal sea objetiva y actual, o sea que la 

norma impugnada se encuentre vigente, pues de no ser así 

3' Fundamentd lo improcedencia en e artículo 19, froccidn V, de la Ley Reglamentaria del 
Articula 105 de lo Canrtituiión PalItco de las Ertodor Undor  Mexicanos, el cual oun cuando 
re refiere o lar controverrior conrtitucionolei, también er aplicable a los acconer de inconr- 
tit~cion~lidod, de ocuerdo o1 orticulo 59 del mismo ordenamiento legalver terir de ur lspru- 
dencio P I J .  2412005. ;bid., Tomo XXI, moya de 2005, p. 782, de rubro: 'ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE POR CESACI~N DE EFECTOS DE ~4 NORMA 
GENERAL IMPUGNADA CUANDO ÉSTA HA SIDO REFORMADA O SUSTITUIDA POR OTRA."; - - - ~~ 

IUS 178565. También ver la tesis de iuriinrudencia P I J  47/99, lbid., Tomo IX, iunio de 



la coiisecuencio, en coso de estirnor funclodos 10s coiiceptos 

de iriialidez, se reduciría a oiiular los efectos de una ley sin 

ex~stei ico jurídica ii i oplicacioii futura, esto es, la seiiteiicio 

que llegara a pronunciarse -10 podrio alcorizar uri objeto dis- 

tirito al que ya se logró cori lo reformo o to susiitución de lo 

i iorii ia i inpugiiodo. 

Asi, la Supremo Corte inoiiifestó que como el referido 

orticulo 389  contenía variris enunciados normativos en su 

texto, y la mencionado reforina sólo había afectado a su segundo 

y tercer pórrofos sin incidir formal o materialmente en las 

disposiciones de los pórrofos priiiiero y cuarto de ese pre- 

cepto, esas modificaciones no generaban lo improcedencia 

de la acción de inconstituciorialidad respecto de la totali- 

dad de dicho articulo, sino únicamente respecto de lo porte 

normativo reformado. 

En este orden de ideas, el Tribunal en Pleno decretó el 

sobreseirniento de la acción de inconstitucionalidad respecto 

de los párrafos segundo y tercero del artículo 389 y del articulo 

391,  ambos del Código Financiero del Distrito Federal, 

vigente en 2004 .  

Asimismo, expresó que rio existía otro motivo de impro- 

cedencia o sobreseimiento diverso a los analizodos, por 

tanto, precisó que lo materia de fondo de esto acción de 

inconstitucionalidad se centraría en el anólisis de los concep- 

tos de invalidez encoininados o impugnar el contenido de los 

pórrafos primero y cuarto del ortículo 389;  así como de 

los orticulos 390  y 392, todos del Código Financiero del Dis- 

trito Federal, vigente en 20C4. 
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6. LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
DEL ESTADO 

Previo a su resolución, la Corte señaló que cuondo surgió 

originalmente en el ámbito jurídico el temo de la responsa- 

bil idad del Estado frente a los particulares por los donos que 

pudiera ocasionar con motivo de su actuoción, se estimó 

que éste no se encontraba obl igado a resarcirlos; posterior- 

mente se reconoció uno responsabilidad indirecto que hacía 

recaer la obligoción de pagar los doños directamente en el 

funcionario que hubiese cometido la conducto u omisión gene- 

radora del hecho dañoso, y dejaba al Estado únicamente una 

responsabilidad subsidiaria, es decir, que solamente cuondo 

aquél hubiere sido declarado responsable e insolvente, este 

último tendría lo obligación de pagar. 

Sin embargo, en la octualidod, lo responsabilidad patri- 

monial de los órganos públicos ha adquirido una enorme 

importancia, tanto en el ámbito público como en el privado, y 

se ha convertido en una de las instituciones capitales del dere- 

cho administrativo en el plano de las garantías del ciudadano. 

Así en la medida en que ha crecido la injerencia estatal 

en la vida privada de los particulares, paralela y paulotina- 

mente ha surgido un sistema a través del cual el Estado debe 

responder por los doños que eso intervención provoque en 

los bienes de sus súbditos. Esto ha sido reconocido cada vez 

con mayor amplitud por las diferentes naciones. 

En este tema, nuestro país permaneció por muchos años 

o la zaga, ya que s i  bien era posible demandar a l  Estado el 

cumplimiento de su responsabilidad patrimonial, en lo práctica 



era casi imposible debido a que su regucición se encontraba 

dispersa e imponía muchas trabas a los particulares, Sin em- 

bargo, a mediados del año 2002 se aprobó una importante 

reforma constitucional en esta materia, que estableció un sistema 

de responsabilidad patrimo-iial del Estado, de carácter obie- 

tiva y directa cuya finalidad se centró, precisamente, en aban- 

donar el modelo anterior de naturaleza civilista conocido 

como de responsabilidad extracontractual, el cual se carac- 

terizaba por ser una obligación subsidiaria o solidaria, en la 

que además el resarcimiento del doi io procedia únicamente 

por hechos iícitos o dolosos, yo que tanibién recurría a l  con- 

cepto de responsabilidad subietiva, o sea al criterio de culpa. 

Este sistema estaba previsto en el copítulo V, tanto del 

Código Civil Federal como del Código Civil para el Distrito 

Federal, y o partir de 1994 se extendió a campo administra- 

tivo, concretamente en materici de responsabilidad adminis- 

trativa y económica de o s  servidores públicos. 

E l  Alto Tribunal expresó riiic, auri cuando las iniciativas 

de reforma4!' propuestas poi  105 partidos  olíti tic os ante la Có- 
niora de Diputados propon;i i i  lu incorporación de un sistema 

directo y objetivo de resporiobi l idad patrimonial del Estado 

eri se:itido ainplio, eii e!  dciameri final de ese órgano leyis- 

l a t v o  se adoptó un i : . i ~ d e o  más limitado, acorde a las rie- 

cesidades cle la soceJ«d y a las caracteristicas propias de 

nuestro sisten~a adininistratii,~, e de la responsabilidad extrcr~ 

roiitr«ctual del Estado únicamente por los cictos administrutivos 
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irregulares, lo cual implicaba lo obligación de éste de in- 
demnizar por el doño causado con motivo de desorrollor su 

función administrativo de forma ilícita", o "irregulor", en donde 

se sustituye el doto de lo culpo por el relativo al funcionomien- 
to defectuoso del servicio, así calificado con base en los leyes 
y reglamentos administrativos. 

Asimismo, el dictomen elaborado por la Cómara de Sena- 
dores, reiteró el vínculo que habría de existir entre lo responso- 

bilidod patrimonial del Estado y su octividod irregular. También 
confirmó los conceptos enunciados por la Cámoro de Or i -  
gen acerca de la responsobilidod en el sentido que será objetivo 

s i  no depende de un actuar doloso o ilegol de un funcionorio 
en particular, y será directa en virtud de que lo administración 

no responderá subsidioriamente por el servidor público outor 
del doño, sino que podrá exigirse ol  Estado, de monero inme- 

dioto, la reporación del mismo, por supuesto, dejando a salvo 
el derecho de repetición en contra del funcionorio por porte 

de la outoridod. 

E l  Tribunal en Pleno destacó que el dictomen de la Cámoro 
de Senadores en vorios ocasiones se refirió a la necesidad de 

que lo Federación y las entidodes federotivos expidieran leyes 
secundarios en lo materia, o fin de regular el nuevo régi- 

men de responsabilidad del Estado. Este propósito l o  cum- 
plió el único artículo transitorio de la reforma al  artículo 1 1  3 
constitucional. 

En la norma transitorio mencionado se insiste en este pro- 
pósito reglamentario, todo vez que la debido y conveniente 

aplicación del nuevo régimen entrañabo muy diversos aspec- 
tos, tales como lo precisión de cuándo un dono es resarcible, 

quiénes son los sujetos de la ley, cuáles son los excepciones 



de lo obligación indemnizatoria, qué lirnites de responsobi- 

i d a d  son necesarios, en qué consiste la reparuciori, corno debe 

ca1cuiarse ia indemnización debida y ante quién o quiénes 

debe reclamarse, cuál es el proceditniento de reclamación, 

cómo se prueba la responsubilidad por piorte del reclamante, 

qué elementos debe conterer la resolución respectivo, cuáles 

son las reglas de prescripción, ante quién se impugna una 

resolución que niegue la indemnización, 3 que, por su monto, 

no satisfaga al reclamante, cómo se resuelven los casos de 

concurrencio en la irrogación del dano resarcible, bajo qué 

circunstancia es posible iniciar un procedimiento de recu- 

peroción de lo pagado por el Estado contra un seividor público 

determinado, qué disposiciones normativas deben derogarse 

a partir de la entrada en vigor de la ley secundaria respectiva, 

entre otras. 

E l  14  de iunio de 2002 se publicó en el Diario Oficial de 

lo Federación la reforma al  texto del artículo 1 13 constitu- 

cional que estableció, prácticamente por vez primera, la figura 

de la responsabilidad del Estado obietiva y directa por los 

daños que con motivo de su actividad administrativa irregular 

causara a los particulares en sus bienes o derechos, y el dere- 

cho de los particulares a recibir una indemnización, confor- 

me a las bases, límites y procedimiento que establecieran las 

leyes. 

A a luz de la exposición y anólisis de los antecedentes 

legislativos de lo reforma constitucional mencionada, el Alto 

Tribunal preciso lo que d e b a  entenderse por responsabilidad 

directa y objetiva del Estacio; así como por actividad admi- 

nistrativa irregular, por considerar que todos ellos eran concep- 

tos claves para resolver las peticiones de los accionontes. 
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a)  Responsabilidad directa del Estado 

Poro uno meior comprensión del concepto de responsobilidod 

directo, el Tribunal en Pleno acudió o lo comparación de la 
actual disposición constitucional con el articulo 1927 del Código 

Civil poro el Distrito Federal, el que actualmente establece: 

El Estado tiene obligación de responder del pago de los 
daños y perjuicios causados por sus servidores públicos con 
motivo del ejercicio de las atribuciones que les estén enco- 
mendadas. Esta re~~onsabil idod será solidaria tratándose 
de actos ilícitos dolosos, y subsidiaria en los demás cosos, 
en los que sólo podrá hacerse efectiva en contra del Estado 
cuando el  servidor público directamente responsable no 
tengo bienes o los que tengo no sean suficientes poro res- 

ponder de los daños y periuicios cousodos por sus servi- 
dores públicos. 

Tal como puede apreciarse, lo reguloción del Código Civil 

en esto materia consigno la responsobilidod potrimonial del 

Estado como uno responsabilidad de carácter subsidiario, y 

sólo por excepción, como una obligoción solidaria. 

Lo subsidioriedod de la responsobilidod patrimonial del 

Estado obligaba al particular afectado o demondor primero 

al  servidor público causante del daño, y sólo en el coso de 

que demostrara que éste no tiene bienes o al  menos los sufi- 

cientes para responder de los daños, podio entonces demon- 

dar a l  Estado. 

Lo solidaridad, por su parte, es uno especie de lo figuro 

de lo mancomunidad, coracterizodo por lo circunstoncio de 

que dos o más deudores queden obligados o responder, codo 

uno por si, en su totalidad, de la prestación debido. 



Con eso regulación tradicional resultaba muy complejo 

paro el particular demondor 0 1  Estodo, pues antes que otro 

cosa, tenía que demostrar que e acto que le generó el datio 

fue cometido de manera ilícito y que el servidor público había 

octuodo dolosainente, o bien, seguir e juicio en su contra en 

todos las instancias para, por último,  ired editar que carecía 

de los bienes suficientes, y sólo hasta entonces podía deman- 

dar a l  Estado. 

Lo reforma constitucional 0 1  ortículo 1 1  3, en este punto, 

tuvo por objeto deior sentado con todo cloridod que, a partir 

de su entrado en vigor, que cuando en el eiercicio de sus fun- 

ciones el Estodo generara daños o los porticulores en sus 

bienes o derechos, éstos podrán demandarlo directamente 

siti terier que dernondar previamente al  servidor público que 

cous6 el daño reclamado, ni demostror que hobío octuodo 

doloso o ilicitomente sino únicomente la irregularidad de su 

actuocion 

b )  Responsabilidad objetivo del Estado 

Por otra parte, el Alto Tribunci precisó que la segundo finalidad 

de a reformo inencionodo fue o de transformar lo responso- 

bilidod potrimoniol del Estado de subietiva en objetivo, y setialó 

que lo diferencio entre ambas radicaba en que lo primera 

implicaba negligencia, dolo o intencionolidad en a reoli- 

zación del daño; en cambio, lo objetivo se apoyo en la teorío 

del riesgo, donde resulta oierio establecer si hubo o no inten- 

cionalidad doloso. 

Del contenido del proceso egislotivo en estudio, se odvir- 

tió que si bien el Constituyente consideró la posibilidod de 
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implantar un sistema de responsabilidad potrimonial obietivo 

amplio, en el que bastara la existencia de cualquier doi io en 

los bienes o en los derechos de los particulares, poro que 

procediera la indemnización correspondiente, a l  final decidió 

hacerlo procedente únicamente respecto a aquellos actos 

realizados de manera irregular, violatorio de la ley. 

Portanto, lo Supremo Corte concluyó que desde la refor- 

ma referido al  artículo 1 13 constitucional, la responsabilidad 

potrimonial del Estado es objetiva, respecto de sus actos irre- 

gulares que causen daño potrimonial a l  particular. 

c) Actividad administrativa irregular 

El  Tribunol en Pleno expresó que el sistema de responsabilidad 

patrimonial extrocontroctual del Estado adoptado en lo Cons- 

titución Federal entroniza una responsabilidad de carácter 

objetiva, en el que el presupuesto de procedencia se centra 

en que el sujeto activo no tenga obligación jurídica de sopor- 

tarlos. Así, no es un simple procedimiento de cobertura de daños 

causados por actos ilícitos ocasionados por agentes de la admi- 

nistración pública y niego toda intención de contemplar los 

daiios causados por la actividad regular del Estado que se 

traduce, o su vez, en una responsabilidad subietiva e indi- 

recta, y que se encuentra regulada por  los disposiciones del 

derecho civil. 

Sobre este tema, lo doctrina predominante ha coincidido 

en sostener que poro fincor lo responsabilidad del 

Estado es necesoria la presencio de los siguientes requisitos: 



La existencia de un daño.' efectivo, evoluable ecoiió- 

rnicarnente e individuolizodo en reloción con una o 

varias personas. 

Que  seo imputable a la administroción público, por 

ser efecto de su actividad administrativa irregular, y 

La exisiericia de un nexo causal entre uno y otro. 

Por tanto, lo noción de 'actividad administrativa irregular' 

consignada en el segundo párrafo del artículo 1 13 de la Cons- 

titución General de lo República, ha de identificarse con la 

actuación estatal desplegada sin satisfacer la normativa o los 

parámetros propios para la reolización de ese acto. 

7. OBLIGACIONES DE LA FEDERACI~N,  LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS 

IMPUESTAS POR LA REFORMA AL ART~CULO 11 3 
DE LA CONSTITUCI~N POLITICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

El  artículo transitorio del decreto par el que se modificó el 

artículo 1 13 de la Constitución Política de los Estados Unidas 

Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de lo Federación 

el 14  de iunio de 2002, dispuso: 

Único. E l  presente decreto entrará en vigor el 1 o. de enero 

del segundo año siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. La Federación, las entidades fede- 

rotivas y los Municipios contarán con el periodo com- 

prendido entre la publicación del presente decreto y su 

" E ~ u o l  re encuentro defintdo en t é r m n o i  del articulo 2,108 del Códga C v I ,  como 
. La pr rdda o menoscabo suirdo en e pat r imo~io  par a falto de c u m p m e n t o  de uno 
o b g a r 6 n '  
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entrada en vigor, para expedir las leyes o realizar las modifi- 

caciones necesarias, según sea el caso, a fin de proveer el 

debido cumplimiento del mismo, así como para incluir en 

sus respectivos presupuestos, una partida para hacer frente 

a su responsabilidad patrimonial. 

La aprobación de la reforma constitucional implicará nece- 

sariamente la adecuación a las disposiciones iurídicas 

secundarias, tanto en el ámbito federal como en el local, 

conforme a los criterios siguientes: 

a) El pago de la indemnización se efectuaría después de 

seguir los procedimientos para determinar que al particular 

efectivamente le corresponde dicha indemnización, y 

b) El pago de la indemnización estará sujeto a la dispo- 

nibilidad presupuestaria del eiercicio fiscal de que se trate. 

Para la expedición de las leyes o la realización de las modi- 

ficaciones necesarias para proveer al debido cumplimiento 

del decreto, se contaría con el periodo comprendido entre 

la publicación del decreto y su entrado en vigor. Según la 

fecha de aprobación del decreto y su consiguiente publica- 

ción, el citodo periodo no sería menor a un año n i  mayor 

a dos. 

D e  la  norma transcrita se advierte que  la  Federación, las 

ent idades federativas y los Munic ip ios,  a fin d e  d a r  c u m -  

p l imiento a l  c i tado  decreto, estaban obl igados a :  

Expedir las leyes o realizar las modificaciones necesa- 

rias, dent ro  de l  pe r iodo  comprend ido  entre la  pub l i -  

cac ión  de l  decreto en mención, o sea e l  14 d e  iur i io 

d e  2002 y su ent rada e n  v igor  e l  pr imero d e  enero d e  



2004, pora establecer lo relativo o la responsobilidod 

potrimonial del Estado. 

Incluir en sus respectivos presupuestos de egresos, 

una partida poro hacer frente o su responsabilidad 

potrirrioniol. 

Establecer en las reformas legales señaladas que el 

pago de la indemnización correspondiente, se efec- 

tuorio después de seguir los procedimientos en los 

que se determine que el particular tiene derecho o ella. 

Asimismo, que el pago de referencia quedará sujeto 

o lo disponibilidad presupuestaria del ejercicio iiscal 

correswondiente. 

E l  Alto Tribunal expresó que en cumplimiento de lo ante- 

rior, el Distrito Federal, o través de su Asamblea Legislativa, 

reformó los artículos 389,  párrafos pritrero y cuarto, 390 y 

392 del Código Financiero local, cuya invalidez era lo materia 

de fondo de esto occión de inconstitucionolidod. 

8. CONSTITUCIONALIDAD DE LOS PARRAFOS 
PRIMERO Y CUARTO DEL ARTICULO 389 Y DEL 

ARTICULO 390, E INVALIDEZ DEL ARTICULO 392, 
TODOS DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO 

FEDERAL VIGENTE EN 2004 

Los promoventes argumentaron que el primer párrafo del 

artículo 389 del Código Financiero del Distrito Federal, no 

establecía lo responsabilidad patrimonial del Estado de ca- 

rácter objetivo y directo, a l  condicionarlo o uno actuación 

administrativo irregular, en lo que no se hubiesen cumplido 

con las disposiciones legales y administrativas observables. 
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Sobre el argumento anterior, el Tribunal en Pleno resolvió 
que el corácter objetivo y directo de lo responsobilidod del 

Estado no implicoba el que una vez producido un doño en la 
esfera de un particular debiera indemnizársele de manera 
automática, puesto que poro ello debían concurrir elemen- 

tos toles como: la imputobilidad material del acto o hecho 

al Estodo en ejercicio de sus funciones; lo acreditación del 

cumplimiento irregular de los deberes y obligaciones impuestos 

legalmente; lo existencia de un doño cierto; y el nexo causal 
entre el hecho o acto administrativo y el daño ocasionado 

al particular. 

En este tenor, el requisito de agotar previamente un pro- 

cedimiento, tenia precisamente como finalidad el determinar 

lo concurrencia de los elementos antes señalados y, de ser 
así, cuantificar el monto o indemnizar, con mayor razón si en 

la generación del doño podían concurrir diversos factores e 
influir en la determinación de la responsabilidad del Estado. 

Por todo lo  anterior, el Alto Tribunal Pleno declaró infun- 

dado este concepto de invalidez. 

Afirmó también que este artículo 389, tampoco establecía 

el carácter subjetivo de la responsabilidad patrimonial del 
Estado, ya que tal caracter estaba osociado a lo presencia 

de la culpa o el dolo en el acto u omisión del Estado, cuando 

la expresión "actuación irregular" que mencionaba ese pre- 

cepto se refería o incumplir con la normativo propio y los dispo- 

siciones administrativos que debía observar en sus actuaciones 

y, como consecuencia de ello, se hubiera causado el daño 
patrimonial al administrado. 

Portodo la anterior, lo Supremo Corte reconoció la validez 

del primero y cuarto párrafos del artículo 389 del Código 



Financiero del Distrito Federal vigente en 2004, por no con- 

trariar lo dispuesto en el artículo 1 1  3 constitucional, pues la 

inclusión de la conducta irregular de la actuación del Estado, 

coino causa generadora de su responsabilidod patrimonial, 

era acorde con e sentido de responsabilidad objetiva y directa 

conteriida en el precepto constitucional citado. 

Respecto de la impugnación hecho al  articulo 390 del 

Código Financiero del Distrito Federal, por seiiolar como con- 

dición de la indemnización el reconocimiento de la autoridad 

de la existencia de la causa de responsabilidad, como si se 

tratara de una concesión unilateral, cuando la reforma al  

artículo 1 1  3 de la Constitución Federal había establecido 

una garantía individual de integridad patrimonial en favor 

de los gobernados, lo cual no requería de tal reconociiniento. 

E l  Alto Tribunal manifestó que en el texto de este numeral 

se establecia un catálogo de documentos que podríon servir 

coriio justificantes del gasto correspondiente al pago de indern- 

nizaciones derivadas de la responsabilidad por a actuacióri 

admiriistrativa irregular del Distrito Federal, tales como las 

actas de diferentes dependencias de eso entidad: la Contra- 

lorio General, la Comisión de Derechos Humanos, el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, cualquier órgano judicial com- 

petente y lo Procuraduría Social. 

Además, reiteró que el pago indernnizatorio por un daño 

causado en los bienes o derechos de un particular no podía 

ser automático, pues era necesario acreditar la realidad del 

doiio, la imputabilidad del Estado, el incumpliniiento de un 

deber y el nexo causal entre la actuación administrativa y 

el dano, por lo que la existeiicia de una resolución en la que 
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se determine el pago, no constituía una concesión unilateral", 

sino el cumplimiento de los requisitos legales necesarios, con 

mayor razón cuando se trataba de recursos públicos, los cua- 

les siempre debían ser comprobados. 

Para corroborar lo anterior se citó el texto del segundo 

párrafo del artículo 1 1  3 constitucional, el cual setiala 

los particulares tendrán derecho a una indemnización confor- 

me a las bases, límites v procedimientos que establecen las 

b; y el texto del artículo transitorio único del decreto de 

reforma al  citado precepto constitucional que prevé que el 

pago de la indemnización s e  efectuaría des~ués  de seguir los 

procedimientos para determinar que al  particular efectiva- 

mente le corresponde dicha indemnización. 

Con base en los argumentos anteriores, el Tribunal en 

Pleno reconoció la validez del artículo 390 del Código Finan- 

ciero del Distrito Federal. 

Asimismo, expresó que el reconocimiento de que los cito- 

dos artículos 389, primero y cuarto párrafos, y 390,  eran 

acordes al texto del artículo 1 13 constitucional llevaba a con- 

cluir que esas mismas normas tampoco eran violatorias del 

principio de supremacía constitucional previsto en el artículo 

133  de la Constitución Federal. 

Respecto a la solicitud de los accionantes de declarar la 

inconstitucionalidad del artículo 3 9 2  del Código Financiero 

local, por considerar que no preveía un sistema adecuado 

para que el Gobierno del Distrito Federal pudiera a su vez 

demandar a l  agente culpable que ocasionó el dai io a l  par- 

ticular y porque instituía la vía de regreso en contra del servi- 



dor público causante del hecho o acto daiioso, sin tomar en 

cuenta que éstos no siempre eran otribuibles a una sola per- 

sono ya que ~ o d í a n  concurrir una serie de factores, por lo 

que no siempre el Estado estaría en posibilidad de emprender 

dicha vio en contra del servidor público, el Alto Tribunal pre- 

cisó que esa norma faculta al Distrito Federal o exigir a sus 

servidores públicos responsables del dtriio causado a los 

particulares, el pago que les hubiere hecho el gobierno de lo 

ciudad por concepto de indemnización rnediante el "proce- 

dimiento administrativo de eecuc ión,  cuyos presupuestos son 

a existencia de un crédito fiscal, que este sea insoluto y líquido, 

que esté determinado por resolución administrativa, y que 

sea exigible. 

En relación con dicho procedimiento, el artículo 624 del 

Código Financiero del Distrito Federal establece: 

No satisfecho o garantizado un crédito fiscal dentro del 

plazo que para e efecto señalen las disposiciones legales, 

se exigira su pogo mediante e procedimierito administrativo 

de eiecución. En ningún caso se aplicara este procedimiento 

para el cobro de créditos derivados de productos. 

E l  Alto Tribunal expresó que s i  bien en el artículo tronscrito 

resultaba evidente que en el procedimiento admiiiistrativo de 

ejecución se exige directamente e pago de un crédito fiscal 

que ya está determinado, en estos casos el deudor se encuen- 

tra plenamente identificado, y que el hecho de determinar 

una responsabilidad administrativa por la actuación del G o -  

bierno del Distrito Federal no implicaba necesariamente que 

se hubiera identificado al  servidor público causante del daño, 

o bien que fuera factible su individualización. 
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E l  Tribunal en Pleno advirtió que el precepto impugnado 

no  preveía el acceso a uno defensa adecuada del servidor 

público al  que se le imputase lo falta causante del hecho 

~ U ~ O S O  yo que no le otorgaba la posibilidad de intervenir du- 

rante el procedimiento, de conocer las imputaciones que se 

le hubieren hecho, aportar pruebas y reolizar alegatos. 

En razón de lo anterior, el Tribunal en Pleno expresó que 

si bien era cierto que el  Estado tiene la facultad de repetir en 

contra del funcionario que directamente causó el daño al  patri- 

monio del particular, también lo era que tal facultad debía 

cumplir con la garantía de audiencia prevista en el artículo 

14 de la Constitución Federal. Por tanto, declaró la inconstitu- 

cionolidad del artículo 3 9 2  del Código Financiero del Distrito 

Federal vigente en el eiercicio fisco1 de 2004, únicamente en 

la porción normativa que textualmente señalaba: mediante el 

procedimiento administrativo de ejecución". 

Al determinar que el artículo cuestionado no se adecuaba 

al  contenido del artículo 1 1  3 de la Constitución Federal, el 

Alto Tribunal concluyó que también se transgredía el princi- 

pio de supremacía constitucional, consagrado en el artículo 

133 de la misma Ley Fundamental, y declaró inválida dentro 

de nuestro orden jurídico a la porción normativa mencionada. 

Para mayor claridad en dicha resolución se puntualizó 

que el artículo 3 9 2  del mismo ordenaniiento legal deberá 

leerse en los siguientes términos: ' E l  Distrito Federal exigirá 

de los servidores públicos el pago de la indemnización hecha 

a los particulares, o que se refiere el articulo 389". 



Así, el Tribunal en Pleno, resolvió sobreseer respecto de 

los párrafos segundo y tercero del artículo 389 y el 391;  la 

validez de los párrafos primero y cuarto del mismo 389 y 

del 390;  y por último, a invalidez del articulo 392, todos del 

referido ordenamiento local. 
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